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INSTITUCIONES DEL DERECHO DEPORTIVO: RELACIÓN 
JURÍDICO-LABORAL CON LOS DEPORTISTAS
Las instituciones en derecho deportivo, tanto en Colombia como en el mundo, 
son múltiples y se organizan de acuerdo con la actividad deportiva o la organiza-
ción de competencia que se establezca. Para efectos de la presente investigación, 
se buscará organizar a estas instituciones según su jerarquía, teniendo como base 
la relación laboral entre estas y los deportistas. De esta manera el propósito es de-
terminar, de acuerdo a las particularidades del derecho deportivo, las relaciones 
laborales y con ello las obligaciones que surgen para estas entidades. Para estos 
efectos, estableceremos que existen varios tipos de organizaciones: las nacionales 
y las de orden internacional, y que cada una de ellas puede pertenecer a la esfera 
pública o a la esfera privada.
Como se señaló en el capítulo anterior, mediante la Ley 181 de 1995 se creó 
el Sistema Nacional del Deporte, que tiene como objetivo “generar y brindar a la 
comunidad oportunidades de participación en procesos de iniciación, formación, 
fomento y práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo 
libre, como contribución al desarrollo integral del individuo y a la creación de 













El Ministerio de Educación es el máximo órgano del Gobierno encargado 
de la rectoría del Sistema Nacional del Deporte, que tiene como entidad adscrita 
el Instituto Colombiano del Deporte (Coldeportes). Creado mediante el Decreto 
2743 de 1969 como establecimiento público nacional con personería jurídica, au-
tonomía administrativa y patrimonio independiente, dicho organismo está encar-
gado de dirigir y fomentar el deporte en Colombia. Así Coldeportes, antes adscrito 
al Ministerio de Educación y actualmente perteneciente al Ministerio de Cultura, 
ejerce como el máximo planificador, rector, director y coordinador del Sistema 
Nacional del Deporte y como director del deporte formativo y comunitario. 
Como entidad regente del sistema del deporte en su totalidad, a Coldeportes 
le corresponde igualmente la función de inspección, vigilancia y control sobre los 
órganos que dirige y frente a los cuales tiene la rectoría. Esta facultad le permite 
imponer sanciones y establecer los lineamientos generales sobre los cuales deben 
actuar los clubes, las federaciones y las ligas deportivas. En este sentido, la Corte 
Constitucional, mediante sentencia T-302 de 1998 (M.P. Alejandro Martínez 
Caballero), estableció que Coldeportes tiene el deber de vigilar que todos los 
postulados constitucionales tengan plena validez y con ello proteja de manera 
efectiva a los deportistas en su calidad de trabajadores. 
Luego, Coldeportes debe ser eficaz en la vigilancia, control e inspección de todo lo 
que tenga que ver con la relación laboral del jugador profesional. La labor no puede, 
entonces, reducirse a ocasional guardador de información escrita e incompleta, sino 
que Coldeportes debe preocuparse porque principios jurídicos constitucionales ten-
gan cabal cumplimiento. Por ejemplo, un deber, para garantizar la eficacia del princi-
pio de libertad de trabajo, es el de ejercitar vigilancia sobre los derechos deportivos 
de los jugadores, y, si el artículo 33 citado le ordena a Coldeportes que registre “la 
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totalidad” de los derechos deportivos y las transferencias, esta obligación apunta no 
tanto a un planteamiento simplemente informativo, cuanto a la defensa de la libertad 
de trabajo, ya que ese registro facilita un control adecuado sobre los derechos de los 
deportistas profesionales.
De esta manera, la Corte impone a Coldeportes, no solo que ejerza un control 
formal frente al cumplimiento de las disposiciones normativas, sino que evalúe 
de fondo los derechos fundamentales que se puedan ver comprometidos en todos 
los actos jurídicos ejercidos con ocasión del deporte.  Esta entidad puede, enton-
ces, ejercer sanciones de carácter administrativo como la suspensión del recono-
cimiento deportivo de los clubes que incumplan con sus obligaciones laborales. 
En esta medida, estos mecanismos de presión contribuyen a la defensa de los 
derechos laborales de los deportistas, a la vez que indican a los clubes deportivos 
sus deberes como empleadores. 
Aunque de acuerdo a lo establecido en el Decreto 776 de 1996 Coldeportes 
tiene la facultad de sancionar a los clubes deportivos por incumplimiento de sus 
deberes legales y reglamentarios, el alcance en materia de defensa de los dere-
chos laborales es de reciente incorporación debido al cumplimiento de los pos-
tulados de la Corte Constitucional y al alcance que desde el año 2010 se le quiso 
dar a esta entidad3. 
Estas facultades tienen sustento en la Ley 1445 de 2011, mediante la cual se 
modifica la Ley 181 de 1995 y se reglamenta la suspensión de los derechos de-
portivos en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales: 
Artículo 8° Suspensión del reconocimiento deportivo. Los clubes con deportistas 
profesionales que incumplan con el pago de obligaciones laborales, pago de aportes 
a la seguridad social, pagos parafiscales u obligaciones impositivas por un periodo 
superior a sesenta (60) días, el Instituto Colombiano del Deporte (Coldeportes), pre-
via actuación administrativa, procederá a suspender el reconocimiento deportivo. 
Independientemente de las obligaciones establecidas en el artículo 57 del Código 
Sustantivo del Trabajo.
Esta suspensión se mantendrá hasta tanto el club demuestre el pago de las obligacio-
nes que por estos conceptos se encuentren pendientes de cancelar.
3 Al respecto, ver investigaciones administrativas iniciadas en el torneo 13 de la liga de fútbol cuando se suspendió 
la licencia del Once Caldas por 30 días por incumplimiento de sus obligaciones laborales y de seguridad social de 
sus deportistas. 
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La reincidencia en el incumplimiento de estas obligaciones dará lugar a la pérdida 
del reconocimiento deportivo.
Parágrafo. Con el fin de desarrollar la actuación administrativa, el Instituto 
Colombiano del Deporte (Coldeportes) requerirá al Club Profesional con el fin de 
que informe las razones de su incumplimiento, señalando un término para dar res-
puesta. Una vez vencido el mismo, y verificado el incumplimiento por parte del Club 
Profesional, se proferirá resolución por la cual se suspende el reconocimiento depor-
tivo. De la misma manera se procederá en caso de reincidencia en el incumplimiento 
de las obligaciones laborales, pago de aportes a la seguridad social, pagos para-
fiscales u obligaciones impositivas, la presente actuación administrativa no podrá 
exceder de sesenta (60) días [cursiva fuera de texto original]. 
Es entonces claro que Coldeportes tiene la obligación de velar porque los clu-
bes deportivos cumplan con sus obligaciones laborales y de seguridad social para 
con sus trabajadores. Asimismo, este organismo tiene la posibilidad de imponer 
las sanciones que corresponden de acuerdo a su competencia, siempre en respeto 
por el debido proceso y los derechos procesales del club correspondiente. 
Por su parte, el Decreto 1228 de 1995, “por el cual se revisa la legislación 
deportiva vigente y la estructura de los organismos del sector asociado con objeto 
de adecuarlas al contenido de la Ley 181 de 1995”, establece cuáles son los entes 


































Organismos del orden nacional
Los organismos del orden nacional son el Comité Olímpico Colombiano, el 
Comité Paralímpico Nacional y las federaciones deportivas nacionales. Estas úl-
timas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 11 del Decreto 1228 de 1995, 
“son organismos de derecho privado, constituidas como asociaciones o corpora-
ciones por un número mínimo de ligas deportivas o asociaciones deportivas de-
partamentales o del Distrito Capital o de ambas clases, para fomentar, patrocinar 
y organizar la práctica de un deporte y sus modalidades deportivas dentro del 
ámbito nacional e impulsarán programas de interés público y social”.
Al respecto, la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1110 de 2000, es-
tablece que las ligas y asociaciones están constituidas por clubes, y las federacio-
nes organizadas, por ligas y asociaciones. Asimismo, se afirma que, al representar 
las ligas a los departamentos, se debe respetar el principio de igualdad democrá-
tica y permitir una participación similar entre personas jurídicas y naturales en el 
interior de la federación. 
En este sentido se distinguen entonces tres tipos de federaciones: las fe-
deraciones deportivas, las federaciones deportivas nacionales de personas con 
limitaciones físicas, sensoriales o mentales, y la Federación Deportiva Militar, 
la cual administra el deporte del Ministerio de Defensa. 
Frente a las obligaciones laborales, las federaciones no fungen como emplea-
doras ni tienen asignadas funciones de inspección, vigilancia o control alguno. 
Por lo tanto, en primera instancia se entenderían excluidas de un régimen laboral 
deportivo frente a los deportistas de los clubes que integran las ligas que las con-
forman. No obstante, al ser las entidades con mayor representatividad a nivel na-
cional dentro del deporte que las caracteriza, las federaciones pueden, de acuerdo 
con sus estatutos, establecer una normatividad que busque el mejoramiento y 
defensa de los intereses de los trabajadores4. 
Por otra parte, el Comité Olímpico Colombiano es un organismo deportivo 
autónomo de derecho privado, sin ánimo de lucro, de duración indefinida, de inte-
gración y jurisdicción nacional, y con conformación y funciones internacionales. 
4 Al respecto, ver por ejemplo la Resolución 2798 de 2011 de la Federación Colombiana de Fútbol, que en su 
artículo 22 regula lo concerniente al contrato de trabajo entre el jugador y los clubes, estableciendo los requisitos 
formales para su elaboración. 
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Es la entidad que por excelencia representa la internacionalización del depor-
te ya que está sujeta a las disposiciones internacionales para regular la ejecu-
ción del deporte a nivel interno. Igualmente, tiene la obligación de regular y re-
presentar a los deportistas que se presenten a los Juegos Olímpicos nacionales 
e internacionales. 
Sin embargo, con referencia al cumplimiento de la normatividad laboral, las 
disposiciones en la materia del Comité Olímpico Colombiano guardan silen-
cio, dejando a cargo de Coldeportes la tarea de vigilar el cumplimiento de estas 
obligaciones. En este punto es importante señalar que, para efectos del presente 
texto, se busca resaltar la relación laboral de los deportistas con los clubes o en-
tidades correspondientes, sin perjuicio de las relaciones laborales que creen las 
entidades con su propia planta de personal. En este sentido, el Comité Olímpico 
Colombiano, al igual que todas las entidades del orden nacional y departamental, 
guarda la relación jurídico-laboral con sus propios trabajadores y es responsa-
ble de las obligaciones laborales y de seguridad social que surjan en virtud de 
tal relación. 
Otra institución de la misma naturaleza pero que conserva los mismos ob-
jetivos y naturaleza jurídica del Comité Olímpico Colombiano es el Comité 
Paralímpico, el cual hace parte integral de la organización institucional deportiva 
del país. Con respecto a su concepción, cabe remontarnos a mediados del siglo 
XX en Inglaterra, donde el neurólogo Ludwig Guttmann incluyó oficialmente 
en el deporte competitivo a los pacientes con lesión medular. Solo diez años 
más tarde, en 1960, se celebrarían los primeros juegos paralímpicos de la histo-
ria, desarrollados al tiempo que los Juegos Olímpicos de ese mismo año (Corte 
Constitucional de Colombia, Sentencia T-297, 2013). 
Estos juegos buscan la inclusión de las personas con algún tipo de discapaci-
dad en las mismas condiciones y bajo los mismos escenarios en que se llevan a 
cabo los Juegos Olímpicos. Su desarrollo ha pasado a ser un estandarte de la ga-
rantía de un derecho a la igualdad real, obligando a los Estados a adelantar todas 
las actividades tendientes a brindar los mismos beneficios y reconocimientos que 
se otorgan a los demás deportistas. 
El Comité Paralímpico Colombiano tiene sus fundamentos en el Comité 
Paralímpico Internacional, entidad encargada de la organización de los Juegos 
Paralímpicos en los que participan las personas con discapacidad en algunas de 
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las disciplinas de deportes que se desarrollan en los Juegos Olímpicos. Este or-
ganismo tiene igualmente fuertes fundamentos en Colombia a partir de la expe-
dición de la Constitución de 1991 y algunas disposiciones normativas como la 
Ley 361 de 1997, “por la cual se establecen mecanismos de integración social de 
las personas con limitaciones y se dictan otras disposiciones”, dirigida a lograr el 
acceso real y efectivo de las personas con discapacidad en los diferentes progra-
mas y bienes de uso público, entre los cuales, si bien no se establece el deporte, 
se entiende incorporado. 
Por otra parte la Ley 762 de 2002, norma que aprobó la Convención 
Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación con-
tra las Personas con Discapacidad, indica que se deben crear los mecanismos 
para lograr el acceso oportuno de personas con discapacidad a servicios como la 
recreación y el deporte. De igual manera, la Ley 1145 de 2007 y la Ley 1306 de 
2009 establecen el Sistema Nacional de Discapacidad y el régimen de represen-
tación legal, respectivamente. La primera disposición destaca los principios de 
corresponsabilidad social, equidad, solidaridad y concertación, todos indispensa-
bles para garantizar una efectiva participación de las personas con discapacidad 
en las esferas culturales y recreativas, mientras que la segunda resalta que la 
organización de la representación legal es de carácter fundamental para la pro-
tección de los derechos laborales de las personas con discapacidad, pues permite 
la suscripción y cumplimiento de los derechos laborales que les corresponden. 
Posteriormente se han expedido normas más recientes como la Ley 1618 de 
2013, donde se establecen mecanismos para el ejercicio pleno de los derechos de 
las personas con discapacidad, de manera que accedan de manera equitativa a los 
bienes y servicios ofrecidos a la población en general. 
Entre las características del deporte paralímpico, la Corte Constitucional ha 
destacado las siguientes: 
• Su alto carácter científico, al imponer competencias de alto rendimiento 
incorporando en su ejecución las diferentes áreas de la ciencia. 
• Estructura autónoma y de acelerado crecimiento en el desarrollo del de-
porte local e internacional. 
• Procesos de entrenamiento similares a los de los deportistas regulares. 
No obstante existir una regulación particular en materia de deporte para las 
personas en condición de discapacidad, la Corte Constitucional ha establecido 
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que no existe fundamento constitucional alguno que permita la exclusión de esta 
población para participar en juegos regulares. Por consiguiente, si no es totalmen-
te incompatible con el desarrollo de los juegos, las personas con discapacidad 
deben participar en igualdad de condiciones frente a los demás deportistas. 
Este principio, aunque no ha sido objeto de análisis por parte de las altas 
cortes, debe aplicarse de la misma forma en materia laboral. Esta premisa quiere 
decir que las normas laborales que les sean aplicables a los deportistas regulares 
deben aplicarse en la misma medida a las personas con discapacidad, en virtud de 
lo dispuesto por el artículo 54 de la Constitución, que dispone: 
Artículo 54. Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación y ha-
bilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la 
ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusváli-
dos el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud [cursiva fuera de  
texto original]. 
Esta disposición implica entonces que los deportistas en condición de disca-
pacidad deben tener garantizada la posibilidad de acceder al deporte profesional 
en condiciones laborales iguales a las de los deportistas regulares. 
En materia legal se destacan también disposiciones como el Decreto 2177 de 
1989 y la Ley 361 de 1997, que buscan la participación en las entidades del orden 
público y privado de las personas en condición de discapacidad. De esta manera 
los clubes, en su calidad de empleadores, tienen que generar los mecanismos para 
brindar acceso al empleo a las personas en condición de discapacidad así como 
una protección laboral reforzada a esta población. 
Organismos del orden departamental
Estas entidades son las que a nivel territorial reúnen los diferentes clubes de 
los departamentos, sin que sea posible que exista más de una liga por depar-
tamento o distrito. Las ligas son entidades de derecho privado, constituidas 
como asociaciones para fomentar la práctica de un deporte dentro de la enti-
dad territorial correspondiente. 
La organización de las entidades deportivas departamentales se encuentra en 
el artículo 65 de la Ley 189 de 1995 y en el artículo 75 de la Ley 617 de 2000. En 
ellas se establece que las juntas administradoras seccionales de deporte, creadas 
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mediante la normatividad anterior a 1995, se incorporan al respectivo departa-
mento, estando sujetas a las ordenanzas que para el deporte y la recreación expi-
dan las asambleas locales. Asimismo, se determina que las juntas directivas de-
ben contar con representación de las ligas como voceras de los clubes deportivos 
existentes dentro de los departamentos. 
Por su parte la Corte Constitucional, en su defensa de la autonomía de los en-
tes territoriales, estableció a través de la Sentencia C-625 de 1996 que, en materia 
de fomento del deporte y la recreación, los departamentos conservan las mismas 
prerrogativas que para todos los asuntos que les concernían y que por excelencia 
correspondían a la libertad de cada entidad. 
Con relación a las obligaciones laborales, no existe disposición vigente al-
guna que indique que las ligas deben vincular laboralmente a sus deportistas ni 
velar por la adecuada contratación que hagan los clubes de sus deportistas. No 
obstante, la participación en las juntas departamentales les da a estas entidades 
un rol fundamental dentro de la creación de políticas públicas que contribuyan al 
fomento del deporte tanto en los ámbitos departamentales como nacionales. 
Organismos del nivel municipal
Al igual que los entes departamentales, los entes deportivos municipales y distri-
tales, a partir de la expedición de la Ley 189 de 1995, dejaron de ser juntas muni-
cipales de deporte, como lo establecía la Ley 49 de 1983, y se incorporaron a la 
organización municipal y distrital como entes para el deporte y la recreación, de 
conformidad con los acuerdos emitidos por los concejos municipales o distritales 
(aunque posteriormente, con la Ley 617 de 2000, desaparecieron). 
Con la expedición de la Ley 361 de 1997 se dispuso la existencia de los entes 
deportivos municipales creados por los consejos respectivos. Entre sus funciones 
se destaca la de proponer planes que fomenten el deporte por medio de la parti-
cipación comunitaria, así como la intervención en los planes y presupuesto que 
garantice la efectividad de las propuestas realizadas. 
Al igual que los entes departamentales, a los municipales no se les impone 
ninguna obligación en materia laboral al no fungir como empleadores de los de-
portistas. Sin embargo, este aspecto puede ser crucial cuando se trate de determi-
nar la suficiencia del presupuesto establecido para la entidad territorial. 
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Son igualmente parte de la estructura del orden municipal o departamental los 
clubes deportivos, los clubes promotores y los clubes profesionales, los cuales se 
encuentran relacionados, de acuerdo a lo establecido por el artículo 1° de la Ley 
181 de 1995, en el siguiente orden jerárquico: 
Fuente: elaboración propia.
• Clubes deportivos: de acuerdo con el artículo 1° de la Resolución 231 de 
2011, los clubes deportivos tienen como objeto el fomento, protección, 
apoyo y patrocinio de un deporte o una modalidad deportiva, así como la 
recreación y el aprovechamiento del tiempo libre en el municipio. Estas 
entidades están conformadas por un número mínimo de diez deportistas, 
quienes ostentarán la calidad de afiliados al club y a los organismos mu-
nicipales, distritales o federales a que este pertenezca. 
• Clubes promotores: tienen como objeto fomentar y patrocinar varias dis-
ciplinas deportivas o modalidades deportivas cuando en el municipio no 
se tiene el número mínimo de deportistas para conformar un club de-
portivo. En este sentido no exige la norma un número mínimo de de-
portistas para conformarlo, y su constitución no limita la posibilidad de 
crear un club deportivo posterior. En cuanto a los requisitos de confor-













• Clubes profesionales: son organismos de derecho privado que cumplen 
funciones de interés público y social, organizados como corporaciones o 
asociaciones deportivas sin ánimo de lucro o sociedades anónimas, cons-
tituidos por personas naturales o jurídicas para el fomento, patrocinio y 
práctica de uno o más deportes, con deportistas bajo remuneración. Estas 
son las únicas entidades que tienen, de acuerdo con la normatividad de-
portiva vigente, obligaciones laborales con sus deportistas. 
A la luz de las obligaciones laborales, que se tratarán más adelante, se resalta 
que la naturaleza de la relación jurídico-laboral entre las instituciones pertene-
cientes al Sistema Nacional del Deporte se basa principalmente en los clubes 
profesionales y en la posterior obligación que tiene Coldeportes de velar por su 
adecuado cumplimiento. Así las cosas, la organización del Sistema Nacional del 
Deporte carece de una estructura transversal que se interese de manera particular 
en el desarrollo de la protección laboral de los trabajadores como único medio 
para lograr la ejecución de la profesión de deportista en condiciones de igualdad 
y de respeto con la dignidad humana. En la materia cabe resaltar, sin embargo, la 
especial protección que ha brindado la Corte Constitucional a diferentes depor-
tistas, creando así una línea jurisprudencial, especialmente en lo que se refiere al 
régimen de transferencias y determinación jurídica de los derechos deportivos de 
los trabajadores. 
Es entonces una tarea urgente, como lo ha indicado el Ministerio del Trabajo, 
crear un mecanismo de protección laboral acorde (en el caso del fútbol) con las 
normas de la FIFA, así como generar una reforma estructural que fortalezca los 
mecanismos de inspección, vigilancia y control en la materia. A su vez, es impres-
cindible dotar de un mayor grado de información a los diferentes clubes sobre la 
importancia de contratar personal en los términos indicados por la normatividad 
vigente como medio esencial para el fomento y dignificación del deporte colom-
biano. Con esto en mente, por ejemplo, actualmente se está tramitando la Ley del 
Fútbol, por medio de la cual se pretende reforzar los procesos de vinculación de 
personal, haciendo del deporte más importante para el país una fuente de empleo 
y respeto por las disposiciones laborales. 
Resulta también indispensable crear redes departamentales y municipales que 
soporten la labor de Coldeportes en materia de manejo y control. De este modo 
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podrá verificarse de forma precisa el cumplimiento de las normas laborales en el 
interior de los clubes profesionales.
